
 
 

 
 
 

 

Página 1 de 9 

 

 

                            Consejo Superior de la Judicatura 

       Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 
                            JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO EN ORALIDAD 
                                                            SOLEDAD - ATLANTICO 

 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE SOLEDAD 

SOLEDAD – TRES (3) DE MAYO DE DOS MIL VEINTITRES (2023) 
 

ASUNTO: ACCIÓN DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA 
RAD:2023-0055 (2023-0142-01 S.I.) 
ACCIONANTE: ONOFRE ANTONIO GUTIERREZ DONADO 
ACCIONADO:  CONCEJO MUNICIPAL DE MALAMBO 

 
ASUNTO A TRATAR 

 
Procede el despacho a resolver la impugnación en contra del fallo de primera instancia proferido el 14 
de marzo de 2023 por el JUZGADO PRIMERO PROMISCUO MUNICIPAL DE MALAMBO, dentro de 
la acción de tutela impetrada por ONOFRE ANTONIO GUTIERREZ DONADO en contra de 
CONCEJO MUNICIPAL DE MALAMBO, por la presunta violación de sus derechos fundamentales a la  
VIDA, SALUD, TRABAJO, con fundamento en los siguientes: 
 

HECHOS 
 
Manifiesta el accionante en el libelo incoatorio lo siguiente: 

 

 

 

SIGCMA 
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PRETENSIONES 

 

 

 
 

DE LA ACTUACIÓN 
 

La acción de tutela inicialmente fue admitida por el JUZGADO PRIMERO PROMISCUO MUNICIPAL 
DE MALAMBO a través de auto de fecha 7 de marzo de 2023, ordenándose oficiar a la accionada 
para que rindiera un informe sobre los hechos de la acción de tutela. Además, vincula al trámite a la 
PERSONERIA MUNICIPAL DE MALAMBO 
 
INFORME CONCEJO MUNICIPAL DE MALAMBO 
JAIR DE JESUS GONZALEZ TINOCO, en calidad de presidente de la mesa directiva, manifestó: 
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FALLO DE PRIMERA INSTANCIA. 

 
El JUZGADO PRIMERO PROMISCUO MUNICIPAL DE MALAMBO, mediante providencia del 14 de 
marzo de 2023 resolvió declarar improcedente la acción en atención a que no cumple el requisito de 
subsidiariedad, sumado a que en lo que respecta al derecho de petición el mismo fue resuelto por lo 
que carece de objeto. 
  

DE LA IMPUGNACIÓN 
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Inconforme con la decisión del a quo, el accionante impugna el fallo manifestando: 
 
 

 

 
 
 

PROBLEMA JURÍDICO 
 
Corresponde al Despacho determinar si es procedente la acción de tutela para amparar los derechos 
fundamentales invocados por el actor frente a la presunta vulneración por parte del accionado 
CONCEJO MUNICIPAL DE MALAMBO con ocasión a la solicitud de reajuste salarial, y pago de las 
prestaciones dejadas de recibir ? 
 
¿Se dan los presupuestos jurídico - fácticos para modificar la decisión impugnada en los términos 
formulados por la accionada? 
 

FUNDAMENTO NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL 
 
El marco constitucional está conformado por el artículo 44, 46, 48, 49 y 86 de la Constitución Política 
Decreto 2591 de 1991. Sentencia T-1071-2001, T- 105-2009, T – 695 -2007, T- 760-2008, T- 346-
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2009, C- 252-2010, T- 371-2010, T- 650-2009, T- 587-2010,  T-824-2010, T- 855-2010, T – 084 – 
2011, T- 392-2011, T- 105-2014, T- 799-2014, T- 802-2014,  entre otras.  

 
CONSIDERACIONES 

 
El Constituyente del 1991, se preocupó por consagrar no sólo una completa declaración de derechos, 
sino por crear los mecanismos idóneos para su eficaz protección. 
 
Fue así como el Texto Constitucional, incorporó por vez primera en el ordenamiento jurídico 
colombiano, las llamadas acciones constitucionales. Entre éstas, se encuentra la acción de tutela, 
mecanismo que protege los derechos fundamentales, cuando éstos resulten amenazados o 
vulnerados, por cualquier autoridad pública y por los particulares, éstos últimos en los precisos casos 
señalados en la ley. 
 
A continuación, se realizará un estudio de los derechos fundamentales respecto de los cuales se 
solicita el amparo por parte de la actora: 
 
EL DERECHO A LA VIDA: Consagrado en el artículo 11 de nuestro Estatuto Constitucional al 
señalarlo como un derecho inviolable, siendo este fundamental, de exigente aplicación. Es el soporte 
sobre el cual se desarrollan los demás derechos y su efectiva protección corresponde a la plena 
vigencia de los fines del Estado Social de Derecho, constituyendo así una responsabilidad esencial. 
Es obligación primaria de las autoridades la de proteger a todas las personas residentes en Colombia 
en sus vidas y en sus demás derechos, entre ellos el de la integridad personal, tal como lo proclama 
el artículo 2º de la Constitución.    
       
 
EL DERECHO A LA SALUD Y SEGURIDAD SOCIAL: Señalado en el Art. 49 de la Constitucional 
Política. La salud es un derecho constitucional fundamental, no solamente, por guardar estrecha 
relación con los derechos a la vida, la integridad personal y la Dignidad humana. A partir de la 
sentencia T – 960 de 2008 la Corte Constitucional le dio ese carácter como derecho  autónomo. 
 
El reconocimiento de la salud como derecho fundamental se halla en consonancia con la evolución de 
su protección en el ámbito internacional. 
 
 
DERECHO  AL  DEBIDO  PROCESO: Señalado  en  el  Art.  29  de  la  Constitucional  Política con  
carácter fundamental,  es  de  advertir,  su  importancia  cuando  se  trata  del  estrecho vínculo  con  
el  principio  de  legalidad  al  que  deben  ajustarse  no  sólo  las  autoridades judiciales, sino también 
en adelante las administrativas en la definición de los derechos de los individuos.  
El derecho al debido proceso comprende no sólo la observancia de  los  pasos que la ley impone a 
los procesos judiciales y a los procesos y trámites administrativos, sino también el  respeto  a  las  
formalidades  propias  de  cada  juicio,  que  se  encuentran  en  general contenidas  en  los  
principios  que  los  inspiran,  el  tipo  de  intereses  en  litigio,  las  calidades de los jueces y 
funcionarios encargados de resolver.  De  acuerdo  con  la  jurisprudencia  de  la  Corte  
Constitucional  se  puede  incurrir  en  una violación  al  debido  proceso,  en  un  proceso  
administrativo  o  judicial,  cuando  la  decisión que tome la autoridad:“(i)  presente  un  grave  defecto  
sustantivo,  es  decir,  cuando  se  encuentre basada en una norma claramente inaplicable al caso 
concreto;(ii) presente un flagrante defecto fáctico, esto es, cuando resulta evidente que el  apoyo  
probatorio  en  que  se  basó  el  juez  para  aplicar  una  determinada norma es absolutamente 
inadecuado;(iii)  presente  un  defecto  orgánico  protuberante,  el  cual  se  produce  cuando  el 
fallador  carece  por  completo  de  competencia  para  resolver  el  asunto  de  que se trate; y,(iv)  
presente  un  evidente  defecto  procedimental,  es  decir,  cuando  el  juez  se desvía  por  completo  
del  procedimiento  fijado  por  la  ley  para  dar  trámite  a determinadas cuestiones” 
 
En procura de asegurar la integridad de la Carta, la Corte Constitucional ha comprendido que  el  
ejercicio  del  derecho  de  acceso  a  la  administración  de  justicia  está  supeditado  al cumplimiento 
de determinadas cargas y deberes.  La  Corte  Constitucional,  ha  señalado  que  la  tutela  contra  
los  actos  proferidos  por  las autoridades  en  desarrollo  de  los  procesos  policivos  debe  reunir  
los  requisitos  formales dela  tutela  contra  sentencias.   
 
Al  respecto,  la  Corte,  al  decidir  acerca  de  la  procedencia formal  contra  una  decisión  adoptada  
en  un  proceso  policivo  sistematizó  los  requisitos presentados por la Corte de la siguiente manera: 
“En  primer  lugar,  la  acción  de  tutela  debe  cumplir  con  unos  requisitos  de procedibilidad  que  
le  permitan  al  juez  evaluar el  fondo  del  asunto.  Para establecer  si  están  dadas  esas  
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condiciones,  debe  preguntarse,  si:  (i)  la problemática tiene relevancia constitucional; (ii) si han sido 
agotados todos los recursos o medios -ordinarios o extraordinarios-de defensa de los derechos, a 
menos que se trate de impedir un perjuicio irremediable o que los recursos sean ineficaces en las 
circunstancias particulares del peticionario;(iii) si se cumple el requisito de la inmediatez (es decir, si 
se solicita el amparo pasado un  tiempo  razonable  desde  el  hecho  que  originó  la  violación);(iv)  si  
se  trata de  irregularidades  procesales,  que  ellas  hubieran  tenido  incidencia  en  la decisión que 
se impugna, salvo que de suyo se atente gravemente contra los derechos fundamentales; (v) si el 
actor identifica debidamente los hechos que originaron la violación, así como los derechos vulnerados 
y si -de haber sido posible-lo mencionó oportunamente en las instancias del proceso ordinario o 
contencioso; (vi) si la sentencia impugnada no es de tutela.” 
 
En ese sentido, dentro de los eventos susceptibles de amparo constitucional en lo que  a decisiones 
de órganos jurisdiccionales se refiere, encontramos lo que la jurisprudencia ha llamado “Defecto 
Orgánico” el cual, en palabras de la Honorable Corte Constitucional, se refiere  a: “aquellos eventos 
en los que el funcionario que profiere determinada  decisión, carece de manera absoluta de la 
competencia para hacerlo”.  
 
En tales eventos, manifestó la referida Corte en sentencia T-267-2013, la tutela resulta procedente 
para salvaguardar el  derecho  fundamental  al  debido  proceso.   
Por  otra  parte,  la  Corte  reseñó  en  la  misma providencia que nos encontramos frente a tal 
circunstancia siempre que (I) “la autoridad judicial extralimita de forma manifiesta el ámbito de las 
competencias otorgadas tanto por la Carta Política como por la ley” o (ii) “cuando los jueces a pesar 
de contar conciertas atribuciones para realizar determinada conducta, lo hace por fuera del término 
consagrado para ello. 
Por lo anterior, cuando un operador judicial desconoce los límites temporales y funcionales de la 
competencia, configura un defecto orgánico y en consecuencia vulnera el derecho fundamental al 
debido proceso”. Así mismo, también ha planteado la Corte que la tutela procede contra decisiones 
jurisdiccionales cuando se ha configurado un “Defecto Procedimental” en trámite del proceso. Frente 
a esto, a través de sentencia T-781/2011 de dicha corporación, se señaló que el defecto 
procedimental se configura siempre que “el funcionario se aparte de manera evidente y grotesca de 
las normas procesales aplicables. Al desconocer completamente el procedimiento determinado por la 
ley, el juez termina produciendo un fallo arbitrario que vulnera derechos fundamentales. También se 
ha admitido que, en forma excepcional, éste puede configurarse debido a un exceso ritual manifiesto, 
a consecuencia del cual el operador judicial resta o anula la efectividad de los derechos 
fundamentales por motivos excesivamente formales”. 
 
SALARIO La Corte ha determinado que la falta de pago puntual y completo del salario, imposibilitan 
al trabajador atender sus necesidades básicas de carácter personal y familiar lo que implica la 
violación del mínimo vital, el cual se ha entendido como “los requerimientos básicos indispensables 
para asegurar la digna subsistencia de la persona y de su familia, no solamente en lo relativo a la 
alimentación y vestuario sino en lo referente a salud, educación, vivienda, seguridad social y medio 
ambiente, en cuanto a factores insustituibles para la preservación de una calidad de vida que, no 
obstante su modestia, corresponda a las exigencias más elementales del ser humano”. Tal 
vulneración al derecho al mínimo vital puede evitarse o subsanarse a través del amparo tutelar, por 
cuanto el desorden administrativo o los malos manejos presupuestarios que puedan conducir a una 
cesación de pagos no deben ser soportados por el trabajador o su familia 
 
 
 

CASO CONCRETO 
 
En  el  presente  caso  se  entrará  a  verificar  la  presunta  trasgresión  de  los  derechos 
fundamentales  invocados por ONOFRE ANTONIO GUTIERREZ DONADO,   presuntamente 
vulnerados  por CONCEJO MUNICIPAL DE MALAMBO  con ocasión de la solicitud de reajuste 
salarial y pago de prestaciones dejadas de percibir.  
 
Pone de presente el actor la situación acaecida en virtud del vinculo laboral que tiene con el 
accionado CONCEJO MUNCIIPAL DE MALAMBO, en el cual asegura existen irregularidades en lo 
concerniente a los salarios; lo anterior, debido a que el mismo no ha sido reajustado, sumado a lo 
anterior, solicita liquidación, bonificación y prestaciones. Como consecuencia de lo anterior, ha 
presentado petición y queja solicitando sus pretensiones. 
 
Por su parte el accionado CONCEJO MUNICIPAL DE MALAMBO asegura no estar vulnerando los 
derechos fundamentales del actor por cuanto a la fecha no tiene salarios pendiente por pagar, 
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sumado a lo anterior solicita la improcedencia de la acción por no cumplir el requisito de 
subsidiariedad. 

 
En primera instancia el A quo resolvió negar por improcedente la acción constitucional ya que una vez 
realizado el análisis de procedibilidad evidenciaron que no cumplía el requisito de subsidiariedad, lo 
anterior debido a que el accionante cuenta con otros mecanismos de defensa judicial ante la justicia 
ordinaria. 
 
Inconforme con la decisión adoptada, el actor impugna el fallo, asegurando que el mismo debe ser 
revocado. 
 
De las pruebas allegadas al expediente se evidencia primeramente, que en lo que respecta el 
Derecho de petición, que alega el actor, el mismo fue resuelto de fondo, la inconformidad del actor 
radica  en que la respuesta emitida no es favorable a su requerimiento, lo que se aclara no implica 
una vulneración al derecho fundamental. 
 
Ahora bien, en relación a la pretensión de reajuste de salario y demás derivados del vinculo laboral 
con el accionado CONCEJO MUNICIPAL DE MALAMBO,  en concordancia con lo expuesto en 
primera instancia por el A quo, encuentra este Despacho que el amparo invocado resulta 
improcedente. 
 
Al respecto la Sentencia T141 de 2022 dispuso: 
 
“38.            El principio de subsidiariedad, como requisito de procedibilidad de la acción de tutela, se encuentra 
contemplado en el artículo 86 Superior cuando se indica que este recurso “solo procederá cuando el afectado 
no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un 
perjuicio irremediable”. De conformidad con lo anterior, la Corte ha expuesto que los mecanismos judiciales de 
defensa que establece la ley son medios de carácter preferente a los que debe acudir la persona en búsqueda 
de la protección efectiva de sus derechos, de suerte que la solicitud de amparo solo deba ser utilizada como un 
mecanismo de naturaleza residual. A lo anterior se agrega que la tutela ofrece un medio expedito y sumario 
para la protección de los derechos fundamentales cuando no exista otro mecanismo idóneo; de lo cual se 
desprende que la tutela es una acción de carácter subsidiario que solo debe emplearse cuando no exista otro 
medio eficaz al alcance del accionante, esto es,  cuando no se cuente con otras acciones ordinarias para la 
adecuada defensa, o en presencia de estos, no resulten efectivos, caso en el cual amparo se puede conceder 
como mecanismo transitorio de defensa judicial con el fin de evitar un perjuicio irremediable.  
  
41.  Ahora, respecto del perjuicio irremediable, la Corte Constitucional ha desarrollado su jurisprudencia para 
indicar que no basta con que el accionante indique se encuentra en riesgo de sufrirlo, sino que deben converger 
tres elementos, a saber: (i) ser cierto e inminente, que no se base en conjeturas o especulaciones y,  por el 
contrario, sea una apreciación razonable de hechos verídicos, (ii) ser grave, esto es, que efectivamente se 
lesionaría el bien o interés jurídico invocado de no dar trámite a la acción incoada, y (iii) requerir atención 
urgente, esto es, que resulta necesaria e inaplazable su prevención o mitigación para evitar que se consume, 
irreparablemente, el daño antijurídico; así pues, el perjuicio irremediable es “la posibilidad cierta y próxima de un 
daño irreversible frente al cual la decisión judicial ordinaria que resuelva el litigio pudiera resultar tardía”.  

  
42. Entonces, por regla general, la acción de tutela no es el mecanismo que se debe invocar cuando se 
pretende el reconocimiento o pago de emolumentos, comoquiera que, para tal efecto, el ordenamiento jurídico 
ha dispuesto medios de defensa específicos que tienen de suyo resolver, como sede natural, los conflictos 
derivados de las relaciones laborales. No obstante lo anterior, esta Corte ha desarrollado algunas excepciones 
al principio de subsidiariedad a través de las cuales se pueden analizar las particularidades para determinar la 
procedencia del recurso de amparo; primero, que se compruebe que el procedimiento ordinario establecido por 
el legislador para resolver el conflicto, no es idóneo ni eficaz para la protección de las garantías que se 
reclaman a través de la acción de amparo constitucional, de otro lado, como se enunció anteriormente, la 
necesidad de prevenir un perjuicio irremediable.     
  
43. En concordancia, la Corte también ha clarificado que la idoneidad y eficacia de las acciones ordinarias solo 
pueden contemplarse en cada caso particular y concreto. Es decir, esta Corporación ha objetado la valoración 
genérica de los medios ordinarios de defensa judicial, pues ha considerado que, en abstracto, cualquier 
mecanismo puede calificarse como eficaz, toda vez que la garantía mínima de todo proceso judicial o 
administrativo es el respeto y la protección de los derechos constitucionales.  Así entonces, el procedimiento 
ordinario es idóneo cuando es materialmente apto para generar el efecto protector de los derechos 
fundamentales que se invocan y, es eficaz cuando su diseño permite bridar, oportunamente, protección a los 
esos mismos derechos, es decir, la idoneidad del mecanismo ordinario implica que este permite una solución 
integral a la protección de las garantías fundamentales, mientras que la eficacia supone que esa solución es 
suficientemente expedita para resolverla. 
  
44. En este sentido, en Sentencia SU-355 de 2015, la Corte se refirió a la idoneidad de las acciones ordinarias 
indicando que estas “ha[n] de tener una efectividad igual o superior a la de la acción de tutela para lograr 
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efectiva y concretamente que la protección sea inmediata. La idoneidad del medio judicial puede determinarse, 
según la Corte lo ha indicado, examinando el objeto de la opción judicial alternativa y el resultado previsible de 
acudir a ese otro medio de defensa judicial.” Así, le correspondería al juez constitucional analizar el caso 
concreto para determinar si la acción dispuesta por el ordenamiento resuelve el problema jurídico incluso en la 
dimensión constitucional que se reclama a través de la acción. Por esta razón, debe tenerse en cuenta que la 
idoneidad y eficacia de la acción ordinaria solo puede establecerse en atención a las características y 
exigencias propias del caso particular y concreto. 
  
45. En ese mismo sentido, la Corte ha sostenido que los conflictos laborales pueden ser sometidos a juicio de 
esta acción constitucional, incluso desplazando los mecanismos ordinarios, cuando: 
  

 “ (1) el problema que se debate sea de naturaleza constitucional, es decir, que pueda implicar la 
violación de derechos fundamentales de alguna de las partes de la relación laboral, puesto que si lo 
que se discute es la violación de derechos de rango legal o convencional, su conocimiento 
corresponderá exclusivamente al juez laboral; (2) la vulneración del derecho fundamental se 
encuentre probada o no sea indispensable un amplio y detallado análisis probatorio, ya que si para 
la solución del asunto es necesaria una amplia controversia judicial, el interesado debe acudir a la 
jurisdicción ordinaria pues dicho debate escapa de las atribuciones del juez constitucional y (3)  el 
mecanismo alternativo de defensa sea insuficiente para proteger íntegramente los derechos 
fundamentales amenazados o vulnerados y no resulte adecuado para evitar la ocurrencia de un 
perjuicio irremediable de carácter iusfundamental”.”  

  
Así las cosas, en la situación fáctica puesta de presente resulta necesario un amplio debate 
probatorio que no es viable en el trámite expedito con que cuenta la acción de tutela, sumado a que 
no puede el juez de tutela desplazar la competencia del Juez natural. De igual forma, no queda 
acreditado para el Despacho que el actor se encuentre ante la comisión de un perjuicio irremediable o 
que sea un sujeto especial de protección lo que haría excepcionalmente procedente el estudio. 
 
Por todo lo anterior, este Despacho confirmará el fallo proferido en primera instancia por el JUZGADO 
PRIMERO PROMISCUO MUNICIPAL DE MALAMBO adiado 14 de marzo de 2023. 
 
EN MÉRITO DE LO EXPUESTO, EL JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE SOLEDAD, 
ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DEL PUEBLO Y POR MANDATO DE LA 
CONSTITUCIÓN Y LA LEY. 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: CONFIRMAR en todas sus partes el fallo de primera instancia proferido el 14 de marzo de 
2023 por   el JUZGADO   PRIMERO PROMISCUO MUNICIPAL DE MALAMBO,  al interior  de  la  
acción  de  tutela  impetrada  por  ONOFRE ANTONIO GUTIERREZ DONADO en  contra  de  
CONCEJO MUNICIPAL DE MALAMBO, de  conformidad  con  lo  expuesto  en  la parte motiva de 
este proveído. 

 

SEGUNDO: Notificar  ésta  providencia  a  las  partes,  al  a  quo,  así  como  al  señor Defensor del 

Pueblo de la Ciudad, por el medio más expedito y eficaz. 
 
TERCERO: En   su   oportunidad   remítase   el   expediente   a   la   Honorable   corte constitucional  
para  su  eventual  revisión,  según  lo  dispuesto  en  el  decreto  2591  de 1.991. 

 

NOTA: SE FIRMA EN FORMATO PDF EN RAZÓN A LOS INCONVENIENTES QUE PRESENTA LA PAGINA DE 

FIRMA DIGITAL 

 

 


